
 

 

RESPUESTA A LAS RECLAMACIONES PRESENTADAS CONTRA LOS RESULTADOS 

PRELIMINARES DE LA PRUEBA DE CONOCIMIENTOS Y COMPETENCIAS 

COMPORTAMENTALES 
 

Convocatoria Pública para la elección del Secretario General del Concejo Distrital de Medellín — 

Período 2027 · Resolución 202670000514 del 10/08/2026 

 

La Fundación Universitaria CEIPA, en ejercicio de la competencia asignada por el Artículo 

35 de la Resolución 202670000514 de 2026, resuelve las reclamaciones presentadas 

frente a la lista preliminar de los resultados de las pruebas de conocimientos 

académicos y de competencias comportamentales, radicadas dentro del término del 

cronograma (21 y 22 de septiembre de 2026) y por el correo habilitado. Cada reclamación 

se responde de manera individual, en el orden de llegada.  

 

La Fundación Universitaria CEIPA informa que, como resultado del análisis de las 

reclamaciones presentadas contra los resultados preliminares de la prueba de 

conocimientos académicos, se procede a la eliminación de las preguntas 55 y 79, conforme 

al Artículo 28 de la Resolución 202670000514 de 2026. 

 

Las razones que sustentan la eliminación de cada una de estas preguntas se exponen a 

continuación: 

 

Pregunta 55: El Alcalde Distrital de Medellín presenta ante el Concejo un proyecto de 

acuerdo mediante el cual propone modificar la estructura de la Administración Distrital y 

crear una nueva Secretaría. Durante el trámite, un grupo de concejales propone adicionar 

directamente al proyecto varias funciones de la nueva dependencia y modificar su 

estructura interna. El Presidente de la Corporación solicita al Secretario General determinar 

hasta dónde puede intervenir el Concejo en el trámite. ¿Cuál es la actuación jurídicamente 

correcta? 

• El Concejo puede modificar libremente la estructura y las funciones propuestas, 

porque una vez presentado el proyecto adquiere competencia plena sobre su 

contenido. 

• El Concejo puede introducir modificaciones al proyecto, pero debe respetar el marco 

constitucional y legal de la iniciativa del Alcalde y no puede sustituir la competencia 

administrativa que corresponde al ejecutivo distrital (respuesta definida como 

correcta) 

• El Concejo no puede introducir ninguna modificación porque todos los proyectos 

relacionados con estructura administrativa son de iniciativa exclusiva del Alcalde. 

• La Mesa Directiva puede autorizar las modificaciones siempre que no impliquen 

apropiaciones presupuestales adicionales. 

 

Observación: Se elimina la pregunta 55, toda vez que ninguna de las opciones de 

respuesta resulta plenamente correcta. 



 

 

En particular, la opción señalada como válida indica que el Concejo puede introducir 

modificaciones al proyecto, pero que debe hacerlo respetando “el marco constitucional y 

legal de la iniciativa del Alcalde”. Esta formulación confunde dos aspectos jurídicamente 

distintos: la iniciativa para la presentación del proyecto de acuerdo y la facultad de 

modificación que ejerce el Concejo durante su trámite. 

 

La iniciativa constituye un requisito que se verifica y se agota al momento de la presentación 

o radicación del proyecto por parte del sujeto constitucional o legalmente habilitado para 

ello. Una vez el proyecto ha sido válidamente presentado, la circunstancia de que sea de 

iniciativa privativa del Alcalde no implica, por sí misma, una limitación general a la facultad 

deliberativa y modificatoria del Concejo durante su discusión. 

 

Por tanto, no resulta jurídicamente preciso afirmar que las modificaciones que pueda 

introducir el Concejo deban estar condicionadas al “respeto de la iniciativa del Alcalde”, 

pues la iniciativa no constituye el parámetro que determina la procedencia de las 

modificaciones posteriores al proyecto. Estas deberán analizarse a partir de las 

competencias constitucionales y legales de la Corporación y de los límites materiales que 

resulten aplicables en cada caso. 

 

En consecuencia, al partir la opción considerada correcta de una premisa jurídicamente 

imprecisa y no existir dentro de las demás alternativas una respuesta que refleje 

adecuadamente esta distinción, la pregunta debe ser eliminada, pues se configura el 

siguiente criterio “Que se logre demostrar ampliamente en una reclamación a los resultados 

de la prueba que ninguna de las opciones de respuesta a una pregunta es válida” (Artículo 

28 de la Resolución) 

 

Pregunta 79: El Secretario General recibe un informe suscrito por un servidor de la 

Corporación en el que se advierte que otro funcionario presuntamente utilizó bienes y 

recursos públicos para fines particulares. El informe está acompañado de documentos que 

soportan los hechos inicialmente señalados. El Secretario General considera que los 

hechos podrían constituir una falta disciplinaria. ¿Cuál de las siguientes actuaciones NO 

corresponde al régimen establecido por el Código General Disciplinario? 

• Si el Secretario General tiene competencia disciplinaria para conocer del asunto, 

deberá iniciar inmediatamente la acción correspondiente. 

• Si el Secretario General no tiene competencia para conocer del asunto, deberá 

poner los hechos en conocimiento de la autoridad competente y remitir las pruebas 

que tenga. 

• El Secretario General puede abstenerse de comunicar los hechos hasta que exista 

una sentencia judicial que determine definitivamente que el funcionario incurrió en 

una conducta ilícita. (respuesta definida como correcta) 

• Si los hechos pudieran constituir un delito investigable de oficio, deberán ponerse 

en conocimiento de la autoridad competente, remitiendo las pruebas disponibles. 



 

 

 

Observación: Se elimina la pregunta 79, toda vez que presenta más de una opción 

jurídicamente incorrecta, lo que impide identificar de manera inequívoca una única 

respuesta válida. 

 

La Universidad considera correcta la opción 3, según la cual el Secretario General podría 

abstenerse de comunicar los hechos hasta tanto exista una sentencia judicial definitiva. Sin 

embargo, la opción 1 también resulta incorrecta al afirmar que, si el Secretario General tiene 

competencia disciplinaria para conocer del asunto, “deberá iniciar inmediatamente la acción 

correspondiente”. 

 

Esta afirmación desconoce la distribución interna de competencias disciplinarias existente 

en el Concejo Distrital de Medellín. Si bien el Secretario General ejerce competencias 

dentro de la función disciplinaria de la Corporación, su intervención corresponde a la 

segunda instancia, por lo que no es la autoridad competente para iniciar directamente la 

actuación disciplinaria. 

 

En consecuencia, no basta con afirmar de manera general que el Secretario General “tiene 

competencia disciplinaria” para concluir que debe iniciar inmediatamente la acción 

correspondiente, pues dicha competencia se encuentra determinada por la instancia y por 

la etapa procesal en la que le corresponde intervenir. Tener competencia disciplinaria en 

segunda instancia no supone contar con atribución para disponer la apertura o iniciar la 

actuación en primera instancia. 

 

Por lo anterior, tanto la opción 1 como la opción 3 contienen actuaciones que no 

corresponden adecuadamente al régimen disciplinario aplicable al caso planteado. Al existir 

más de una alternativa susceptible de ser considerada incorrecta, la pregunta genera 

confusión y no permite establecer una respuesta única e inequívoca, razón por la cual se 

debe eliminar, pues se configura el siguiente criterio “Que se logre demostrar ampliamente 

en una reclamación contra la prueba escrita que una pregunta tiene más de una opción de 

respuesta correcta.” (Artículo 28 de la Resolución) 

 

Consecuencia de la eliminación de las preguntas: 

 

Como consecuencia de esta decisión, la calificación de la prueba de conocimientos 

académicos se efectuará, de manera general, sobre un total de noventa y ocho (98) 

preguntas, y los puntajes preliminares se recalcularán en consecuencia. Este efecto aplica 

a la totalidad de los aspirantes que presentaron la prueba, con independencia de que 

hubieran formulado o no reclamación sobre estas preguntas (iniciso final, Art 28 de la 

Resolución). 

 

 



 

 

1. DANIEL FELIPE VILLA DUARTE:  

 

Cédula: 1.010.102.091 

Fecha de envío: 21/09/2026, 1:40 p.m 

Motivo de la reclamación: Reclama contra el resultado preliminar de la prueba de 

conocimientos académicos, presentada el 13/09/2026. Manifiesta que se le asignó una 

calificación preliminar de 91,00/100, equivalente a noventa y una (91) respuestas correctas 

y nueve (9) incorrectas. Indica que el 20/09/2026 se le habilitó el acceso a su prueba y a la 

clave oficial de respuestas y que, tras revisar una a una las cien (100) preguntas, identificó 

únicamente siete (7) respuestas incorrectas —las preguntas 53, 55, 59, 77, 79, 95 y 100—

, por lo que sostiene que sus aciertos ascienden a noventa y tres (93) y no a noventa y uno 

(91), configurándose una diferencia de dos (2) puntos. Solicita: (a) que se le suministre por 

escrito un informe detallado de aciertos y desaciertos de la totalidad de las 100 preguntas; 

(b) que se corrija su calificación de conocimientos a 93,00 puntos; y (c) que, en 

consecuencia, se recalcule su calificación total ponderada y se publique un nuevo listado. 

 

Respuesta: Revisada de manera detallada la hoja de respuestas del aspirante frente a la 

clave oficial de calificación, en los términos de los Artículos 28 y 29 (la prueba se compone 

de 100 preguntas, cada una con valor de un (1) punto, en escala de 0 a 100 con dos 

decimales y sin aproximación), se verifica que el número de respuestas correctas es de 

noventa y tres (93). La reclamación prospera en cuanto a la corrección del puntaje. 

 

Sobre las preguntas 55 y 79 incluidas en la reclamación: se informa al aspirante que 

las preguntas 55 y 79, sobre las cuales versó parte de su reclamación, fueron eliminadas 

de la prueba de conocimientos académicos, conforme al Artículo 28 de la Resolución 

202670000514 de 2026. En breve, la pregunta 55 se elimina porque ninguna de sus 

opciones de respuesta resulta plenamente válida, y la pregunta 79 porque presenta más de 

una opción incorrecta, lo que impide identificar una única respuesta válida. La justificación 

completa de esta decisión se encuentra en la nota preliminar, al inicio de este documento. 

En consecuencia, estas dos preguntas se retiran de la evaluación del aspirante y no se 

computan en su calificación, la cual se recalcula sobre un total de noventa y ocho (98) 

preguntas. 

 

Sobre la solicitud de que se suministre un informe detallado de aciertos y desaciertos de la 

totalidad de las 100 preguntas: el mecanismo previsto en la Resolución es el acceso del 

aspirante a su propia prueba, previa solicitud dentro del término del cronograma (Art. 53, 

parágrafo 1 de la Resolución), acceso que ya le fue habilitado el 20/09/2026 junto con la 

clave oficial de respuestas.  

 

La Resolución no contempla la expedición de un informe individual de las 100 preguntas, 

por lo que en este punto la reclamación no prospera. No obstante, para resolver de fondo 



 

 

lo planteado, se relacionan a continuación las cinco (5) preguntas respondidas de forma 

incorrecta, con la respuesta elegida, la respuesta correcta y su justificación: 

 

Pregunta 53: Durante una sesión plenaria, un concejal propone que el Concejo expida una 

resolución mediante la cual ordene directamente a una Secretaría Distrital modificar la 

forma en que ejecuta un programa administrativo y establezca instrucciones específicas a 

sus funcionarios. El concejal sostiene que, por tratarse de una corporación político-

administrativa, el Concejo puede impartir directamente órdenes administrativas a las 

dependencias del Distrito. Como Secretario General, ¿cuál debe ser el concepto jurídico? 

Respuesta elegida por el aspirante: Es procedente cuando la instrucción tenga relación 

con un asunto sometido a control político. 

Respuesta correcta: No es procedente, porque las atribuciones administrativas del 

Concejo son de carácter normativo y su función de control político no lo convierte en 

superior jerárquico de la Administración Distrital. 

Justificación: La Ley 1617 de 2013 establece expresamente que el Concejo Distrital es 

una corporación político-administrativa y que, en materia administrativa, sus atribuciones 

son de carácter normativo. Paralelamente, ejerce vigilancia y control político sobre la 

gestión de las autoridades distritales. Por ello, el control político no genera una relación de 

subordinación jerárquica entre el Concejo y las dependencias de la Administración Distrital. 

 

Pregunta 59: Al finalizar la vigencia fiscal, el Secretario General recibe un informe en el 

que se evidencia que existen saldos de apropiaciones que no fueron comprometidos 

durante el año. ¿Cuál de las siguientes afirmaciones NO corresponde al régimen 

presupuestal? 

Respuesta elegida por el aspirante: Después del 31 de diciembre no pueden asumirse 

compromisos con cargo a las apropiaciones correspondientes a la vigencia que termina. 

Respuesta correcta: Los saldos de apropiación no afectados por compromisos pueden 

trasladarse automáticamente a la siguiente vigencia para ser utilizados por el ordenador del 

gasto. 

Justificación: Conforme al principio de anualidad recogido en el artículo 14 del Decreto 

006 de 1998, el año fiscal comienza el 1.º de enero y termina el 31 de diciembre, y después 

de esa fecha no pueden asumirse compromisos con cargo a las apropiaciones de la 

vigencia que se cierra. Como consecuencia directa de esa regla, los saldos de apropiación 

no afectados por compromisos caducan al terminar la vigencia; no se trasladan de manera 

automática a la vigencia siguiente ni quedan a disposición del ordenador del gasto para ser 

ejecutados en el nuevo año. Afirmar lo contrario (un traslado automático de esos saldos a 

la siguiente vigencia) desconoce el principio de anualidad y la caducidad de las 

apropiaciones, razón por la cual constituye la afirmación que no corresponde al régimen 

presupuestal y, por tanto, la respuesta correcta a la pregunta. Las demás alternativas sí se 

ajustan al régimen presupuestal, en cuanto reflejan el cierre de la vigencia el 31 de 

diciembre y la imposibilidad de asumir nuevos compromisos con cargo a las apropiaciones 

de la vigencia que termina.  



 

 

 

Pregunta 77: Usted como Secretario General advierte que uno de los funcionarios de la 

Corporación se ausenta frecuentemente de su lugar de trabajo durante la jornada laboral 

para atender asuntos personales, sin solicitar permiso ni presentar justificación. El 

funcionario argumenta que siempre cumple con las tareas que tiene asignadas y que, por 

tanto, sus ausencias no afectan la gestión de la Corporación. Frente a esta situación, ¿cuál 

de las siguientes afirmaciones NO corresponde al régimen disciplinario? 

Respuesta elegida por el aspirante: El cumplimiento de las funciones debe analizarse no 

solamente desde el resultado final, sino también desde los deberes propios del servicio y 

las reglas aplicables al desempeño del cargo. 

Respuesta correcta: Mientras el servidor cumpla posteriormente las tareas asignadas, 

puede ausentarse libremente durante la jornada sin necesidad de justificarlo. 

Justificación: El hecho de que un funcionario finalmente entregue sus tareas no elimina el 

deber de cumplir la jornada ni justifica por sí solo las ausencias no autorizadas. El Código 

General Disciplinario establece expresamente el deber de dedicar la totalidad del tiempo 

reglamentario de trabajo al desempeño de las funciones y, correlativamente, prohíbe 

ausentarse del cumplimiento de la función, cargo o servicio sin justificación. Es una 

situación bastante cotidiana y, precisamente por eso, resulta útil para evaluar si el candidato 

comprende que la responsabilidad disciplinaria no se limita a grandes casos de corrupción: 

también comprende el cumplimiento de los deberes ordinarios del servidor público. (Ley 

1952 de 2019, artículo 38, numeral 12: deber de dedicar la totalidad del tiempo 

reglamentario de trabajo al desempeño de las funciones encomendadas, salvo las 

excepciones legales. Ley 1952 de 2019, artículo 39, numeral 9: prohibición de ausentarse 

del cumplimiento de la función, cargo o servicio sin justificación). 

 

Pregunta 95: En la Secretaría General se identifica un riesgo relacionado con la pérdida o 

alteración de documentos administrativos. El Secretario General solicita a la dependencia 

responsable que incluya el riesgo en la matriz institucional y establezca controles para 

prevenir su materialización. Un funcionario manifiesta que, como existe una Oficina de 

Control Interno, corresponde exclusivamente a esta dependencia identificar los riesgos, 

establecer los controles y responder por su administración. ¿Cuál de las siguientes 

afirmaciones NO corresponde al modelo de control interno? 

Respuesta elegida por el aspirante: La identificación y administración de riesgos forma 

parte de la gestión institucional y no constituye una responsabilidad exclusiva de la Oficina 

de Control Interno. 

Respuesta correcta: La Oficina de Control Interno es responsable directa de administrar 

todos los riesgos institucionales y, por tanto, debe diseñar y ejecutar los controles de cada 

proceso 

Justificación: Una de las distinciones esenciales del MECI es que la administración del 

riesgo corresponde a la primera línea de defensa y a los responsables de los procesos, 

mientras que la Oficina de Control Interno desarrolla una función de evaluación 

independiente. Por ello, sería contrario al modelo trasladar la administración de los riesgos 



 

 

a la Oficina de Control Interno, que evalúa de manera independiente y no administra los 

riesgos de los procesos ni ejecuta los controles de primera línea. Para un Secretario 

General esto es particularmente importante porque, desde una posición directiva, debe 

participar activamente en la gestión de los riesgos asociados a los procesos que dirige. 

Decreto 1083 de 2015, artículo 2.2.21.5.3, que establece los roles de las oficinas de control 

interno y diferencia su función de evaluación y seguimiento de la responsabilidad de la 

administración. Asimismo, el Manual Operativo del MIPG – Dimensión 7: Control Interno, 

desarrolla el esquema de líneas de defensa, conforme al cual: la primera línea está 

integrada por los servidores responsables de la operación y gestión de riesgos; la segunda 

línea realiza seguimiento y monitoreo; la tercera línea, correspondiente a Control Interno, 

proporciona evaluación independiente. 

 

Pregunta 100: El Secretario General debe preparar un proyecto de comunicación oficial 

que será enviado a diferentes entidades públicas. El documento contiene información 

institucional, referencias normativas y una tabla con datos que deben conservar 

exactamente el mismo formato en todas las comunicaciones. Un funcionario propone copiar 

y pegar manualmente el contenido para cada destinatario y modificar individualmente los 

nombres y datos, mientras que otro propone utilizar herramientas de Word que permitan 

mantener un documento modelo y generar las comunicaciones a partir de una base de 

datos. ¿Cuál de las siguientes actuaciones NO corresponde a una buena práctica en el 

manejo de herramientas ofimáticas para esta tarea? 

Respuesta elegida por el aspirante: Utilizar combinación de correspondencia cuando 

existan múltiples destinatarios y una base de datos estructurada con la información que 

debe variar. 

Respuesta correcta: Copiar y pegar manualmente cada comunicación y modificar los 

datos directamente en cada archivo, aunque exista una base de datos estructurada que 

permita automatizar el proceso 

Justificación: Cuando existen múltiples comunicaciones con una estructura común y datos 

variables, la combinación de correspondencia permite automatizar la generación de 

documentos a partir de una fuente de datos, reduciendo errores de digitación y mejorando 

la uniformidad. Para una Secretaría General, donde se producen comunicaciones oficiales 

de manera recurrente, el uso adecuado de plantillas y combinación de correspondencia 

contribuye a la eficiencia, trazabilidad y reducción de errores. 

 

En conclusión, la reclamación prospera parcialmente: se corrige el número de 

respuestas correctas del aspirante a noventa y tres (93); se eliminan de su evaluación las 

preguntas 55 y 79, por lo que su calificación se recalcula sobre noventa y ocho (98) 

preguntas válidas, con el consecuente recálculo de la calificación total ponderada, y se 

niega la expedición del informe individual de las 100 preguntas, entregándose en su lugar 

la relación de las respondidas incorrectamente con su justificación. 

 

 



 

 

2. MANUEL ALEJANDRO MORENO ZAPATA:  

 

Cédula: 71.769.833 

Fecha de envío: 21/09/2026, 5:19 p.m 

Motivo de la reclamación: Reclama contra el resultado preliminar de la prueba de 

conocimientos académicos, en la que figura con noventa y una (91) respuestas correctas 

de cien (100). Presenta reclamación formal y sustentada respecto de ocho (8) preguntas —

1, 5, 12, 30, 44, 47, 52 y 95— y solicita, como pretensión principal, que se reconozca como 

correcta la respuesta que dice haber seleccionado en cada una y se le asigne el punto 

correspondiente; subsidiariamente, y solo si concluye que ninguna alternativa es válida o 

que existe más de una correcta, pide aplicar el mecanismo de eliminación del Artículo 28. 

Manifiesta que durante el acceso las alternativas no estaban identificadas con números ni 

letras y que ciertas respuestas aparecieron señaladas en color rojo, expresión con la que 

identifica la alternativa marcada por el sistema. Adicionalmente, deja constancia de que 

durante el acceso individual observó ocho (8) respuestas incorrectas y de que se le informó 

verbalmente que la revisión había identificado ocho (8) incorrectas, por lo que pide verificar 

los registros oficiales y, de confirmarse ese número, corregir su resultado individual. 

 

Respuesta: Durante el acceso individual a la prueba, la plataforma mostró, para cada 

aspirante, la respuesta por él seleccionada en color rojo y la respuesta correcta en color 

verde, según se informó al momento del acceso. En consecuencia, la alternativa "señalada 

en rojo" no corresponde a una clave propuesta por el sistema distinta de la elección del 

aspirante, sino a la respuesta que el propio aspirante marcó. Asimismo, la plataforma 

presenta a cada participante, de forma aleatoria, tanto el número de la pregunta como el 

orden de las opciones de respuesta, razón por la cual las alternativas no aparecen fijadas 

por número o letra y se identifican por su texto literal; esa aleatoriedad no afecta la 

objetividad de la calificación. Esta precisión es determinante, pues el planteamiento del 

aspirante parte de suponer que la respuesta que relaciona como "seleccionada" es distinta 

de la señalada en rojo, cuando esta última fue precisamente su elección. 

 

Luego de revisada cada pregunta frente a la clave oficial de calificación en las ocho, la 

respuesta seleccionada por el aspirante (señalada en rojo) no coincide con la respuesta 

correcta (señalada en verde), por lo que se mantiene la calificación de incorrecta y no hay 

lugar a reconocer el punto solicitado. Este punto de la reclamación no prospera.  

 

Para resolver de fondo lo planteado, se relacionan a continuación las ocho (8) preguntas 

contestadas de forma incorrecta, con la respuesta elegida, la respuesta correcta y su 

justificación: 

 

Pregunta 1: Durante una sesión plenaria, un concejal presenta un escrito manifestando un 

impedimento por posible conflicto de interés. El Presidente solicita al Secretario General 

que inmediatamente someta el impedimento a votación sin revisar el contenido del escrito, 



 

 

argumentando que será la Plenaria quien determine si procede. Como Secretario General, 

¿cuál es la actuación jurídicamente más adecuada conforme al Reglamento del Concejo? 

Respuesta elegida por el aspirante: Someter inmediatamente el impedimento a 

consideración de la Plenaria, porque la competencia para decidir corresponde 

exclusivamente a ésta. 

Respuesta correcta: Informar que previamente el Presidente debe realizar el control de 

legalidad verificando que el escrito cumpla los requisitos exigidos por el Reglamento antes 

de continuar el trámite. 

Justificación: El Reglamento Interno del Concejo Distrital de Medellín exige que el 

Presidente realice previamente un control de legalidad, verificando el cumplimiento de los 

requisitos formales del impedimento antes de que sea sometido a consideración de la 

Plenaria (Acuerdo 018 de 2024 – Reglamento Interno del Concejo Distrital de Medellín, 

artículo 9. Requisito y trámite del impedimento). 

 

Pregunta 5: La Plenaria aprueba un proyecto de acuerdo y la Mesa Directiva consulta al 

Secretario General cuál es el término máximo para remitirlo al Alcalde para efectos de la 

sanción. Con fundamento en el Reglamento, usted conceptúa que debe remitirse: 

Respuesta elegida por el aspirante: Dentro de los tres (3) días hábiles siguientes. 

Respuesta correcta: Dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la aprobación. 

Justificación: Es función de la Mesa Directiva remitir al Alcalde, a través del Secretario 

General, los proyectos de acuerdo aprobados dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes 

a su aprobación (Acuerdo 018 de 2024 – Reglamento Interno del Concejo Distrital de 

Medellín, artículo 20, numeral 6). 

 

Pregunta 12: Durante el trámite de un proyecto de acuerdo, el Secretario General advierte 

que el expediente carece de uno de los documentos exigidos por el Reglamento para 

continuar el procedimiento legislativo. ¿Cuál es la actuación más adecuada? 

Respuesta elegida por el aspirante: Archivar definitivamente el proyecto. 

Respuesta correcta: Informar inmediatamente al Presidente la irregularidad para que se 

adopten las medidas necesarias antes de continuar el trámite. 

Justificación: La respuesta correcta es informar inmediatamente al Presidente la 

irregularidad advertida, para que se adopten las medidas necesarias antes de continuar el 

trámite, porque el Reglamento Interno distribuye expresamente las competencias entre la 

Secretaría General, la Presidencia, las comisiones permanentes y la Plenaria, sin atribuir al 

Secretario General una facultad general para archivar definitivamente un proyecto de 

acuerdo por la falta de un documento. 

El artículo 123 del Acuerdo 018 de 2024 establece que los proyectos de acuerdo deben 

presentarse ante el Secretario General, en los formatos previstos, “con sus respectivos 

anexos”, y cumpliendo los requisitos establecidos en la Constitución, la ley y el Reglamento. 

Esto significa que la integridad documental del proyecto forma parte de las condiciones 

reglamentarias de su presentación y trámite. Por ello, si el Secretario General advierte que 



 

 

falta un documento exigido, no resulta procedente continuar normalmente el procedimiento 

como si el expediente estuviera completo.  

Sin embargo, de esa función de recepción y control documental no se desprende que el 

Secretario General pueda decretar por sí mismo el archivo definitivo del proyecto. El propio 

Reglamento evidencia que las decisiones que afectan sustancialmente la continuidad de 

una iniciativa están atribuidas a autoridades específicas. Así, por ejemplo, el artículo 124 

dispone que, cuando un proyecto desconoce el principio de unidad de materia, corresponde 

al Presidente de la Corporación rechazarlo mediante resolución, decisión que incluso puede 

ser apelada ante la Plenaria. La norma, por tanto, distingue claramente entre las labores de 

trámite a cargo de la Secretaría General y las decisiones que pueden impedir la 

continuación de un proyecto.  

Esa distribución de competencias se confirma con el artículo 125, conforme al cual la 

Secretaría General debe repartir el proyecto a la comisión permanente correspondiente. 

Incluso cuando se presenta una irregularidad en el reparto —por haberse remitido el 

proyecto a una comisión que no era competente— el Reglamento no ordena su archivo; por 

el contrario, establece que debe enviarse a la comisión competente, retomándose el trámite 

en el estado en que se encontraba y conservándose lo actuado. Esta disposición refleja 

que una irregularidad procedimental no conduce automáticamente a la terminación de la 

iniciativa, sino que debe aplicarse la consecuencia expresamente prevista en el 

Reglamento.  

Por otra parte, cuando el Reglamento pretende que un proyecto sea archivado, lo establece 

expresamente. El artículo 142 dispone que el proyecto que no sea aprobado durante el 

período constitucional será archivado. De igual manera, existen otras hipótesis 

reglamentarias específicas de archivo, como el rechazo de determinadas enmiendas o la 

votación negativa del proyecto en Plenaria. Esto demuestra que el archivo es una 

consecuencia jurídica vinculada a supuestos expresamente regulados y no una potestad 

general del Secretario General frente a cualquier irregularidad documental.  

En consecuencia, si el Secretario General advierte que falta un documento exigido para 

proseguir el trámite, debe poner de presente la irregularidad y evitar que el procedimiento 

continúe desconociendo el requisito reglamentario, remitiendo la situación a la autoridad 

competente para que se determine la actuación procedente. El archivo definitivo no 

constituye una respuesta jurídicamente adecuada, porque el Reglamento no establece que 

la ausencia de cualquier documento produzca automáticamente esa consecuencia ni 

atribuye al Secretario General competencia general para adoptarla. 

Por tanto, la opción “archivar definitivamente el proyecto” desconoce el principio de 

competencia y la distribución funcional prevista en el Reglamento. La actuación más 

adecuada es informar inmediatamente al Presidente la irregularidad para que se adopten 

las medidas necesarias antes de continuar el trámite, sin anticipar una consecuencia —

como el archivo— que solo procede en los eventos y bajo las competencias expresamente 

establecidos en el Reglamento. 

 



 

 

Pregunta 30: Durante una sesión de capacitación, un servidor afirma que el Concejo 

Distrital puede ejercer cualquier función administrativa que considere necesaria para apoyar 

la gestión del Alcalde. Como Secretario General, ¿qué debe precisar? 

Respuesta elegida por el aspirante: Es correcto cuando exista autorización de la Mesa 

Directiva. 

Respuesta correcta: No es correcto, porque el Concejo únicamente puede ejercer las 

atribuciones que le asignan expresamente la Constitución y la ley. 

Justificación: El artículo 121 de la Constitución Política consagra el principio de legalidad, 

según el cual ninguna autoridad del Estado puede ejercer funciones distintas de las que le 

atribuyen la Constitución y la ley. En concordancia, el artículo 1 del Acuerdo 018 de 2024 – 

Reglamento Interno del Concejo Distrital de Medellín dispone que, en materia 

administrativa, las atribuciones del Concejo son de carácter normativo, además de la 

función de control político. Por lo anterior, el Concejo no puede ejercer cualquier función 

administrativa que considere necesaria para apoyar la gestión del Alcalde, sino únicamente 

las atribuciones que le han sido expresamente asignadas por la Constitución y la ley; asumir 

funciones distintas de las atribuidas desconocería el principio de legalidad. En 

consecuencia, la afirmación correcta es que no es correcto, porque el Concejo únicamente 

puede ejercer las atribuciones que le asignan expresamente la Constitución y la ley. 

 

Pregunta 44: Durante un proceso de selección abreviada, usted como Secretario General 

conoce que uno de los miembros del comité evaluador tiene un vínculo de parentesco en 

segundo grado de consanguinidad con el representante legal de uno de los proponentes, 

circunstancia que no fue informada oportunamente. ¿Cuál debe ser la actuación más 

adecuada? 

Respuesta elegida por el aspirante: Declarar automáticamente la nulidad del proceso de 

selección. 

Respuesta correcta: Solicitar que el integrante declare el posible impedimento, tramitarlo 

conforme a la ley, apartarlo de la evaluación mientras se resuelve y designar un reemplazo 

cuando corresponda. 

Justificación: La actuación adecuada no consiste en declarar automáticamente la nulidad 

del proceso de selección, sino en activar el trámite legal del impedimento o, en su defecto, 

de la recusación respecto del miembro del comité evaluador cuya imparcialidad puede 

verse comprometida, separándolo de la evaluación mientras se adopta la decisión 

correspondiente y disponiendo su reemplazo cuando resulte procedente. 

 

El punto de partida es el artículo 2.2.1.1.2.2.3 del Decreto 1082 de 2015, que regula el 

comité evaluador en los procesos de contratación estatal. Esta disposición establece 

expresamente que, en los procedimientos de selección abreviada, la entidad puede 

conformar un comité encargado de evaluar las ofertas y que dicha labor debe desarrollarse 

de manera objetiva, con sujeción a las reglas del pliego de condiciones. La misma norma 

dispone de manera expresa que los miembros del comité evaluador están sometidos al 

régimen constitucional y legal de inhabilidades, incompatibilidades y conflictos de interés.  



 

 

 

En consecuencia, cuando se conoce que uno de los integrantes del comité evaluador tiene 

un vínculo familiar cercano con una persona directamente vinculada con uno de los 

proponentes, la situación debe analizarse desde el régimen de conflictos de interés, 

impedimentos y recusaciones. El artículo 11 de la Ley 1437 de 2011 —CPACA— establece 

que, cuando el interés general propio de la función pública entra en conflicto con un interés 

particular y directo del servidor público, este debe declararse impedido. Entre las causales 

previstas se encuentra que dicho interés particular y directo corresponda al servidor o a 

alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o 

primero civil. Por tanto, un parentesco en segundo grado de consanguinidad se encuentra 

comprendido dentro del ámbito objetivo previsto por la norma, siempre que se configure el 

interés particular y directo respecto de la actuación.  

 

Esta conclusión tiene especial respaldo en el Concepto C-1141 de 2025 de la Agencia 

Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, en el cual se analizó 

específicamente la aplicación del régimen de conflicto de interés a integrantes de comités 

evaluadores. La Agencia señaló que el régimen de los artículos 11 y 12 del CPACA resulta 

aplicable a quienes integran dichos comités y explicó que, cuando uno de sus miembros se 

encuentra en una causal que compromete su imparcialidad frente a un proponente, debe 

declararse impedido; si no lo hace, puede ser recusado, siguiendo el procedimiento del 

artículo 12 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Por esa razón, conocida la situación, lo jurídicamente procedente es requerir al integrante 

del comité para que manifieste formalmente el posible impedimento y someterlo al trámite 

previsto legalmente. Mientras se adopta la decisión, dicho integrante no debe continuar 

interviniendo en la evaluación respecto de la cual está comprometida su imparcialidad. Si 

el impedimento es aceptado, deberá apartarse de la actuación y la entidad deberá disponer 

quién lo sustituye o continúa con la función evaluadora, conforme a sus reglas internas y al 

acto mediante el cual se conformó el comité. En caso de que el miembro del comité 

evaluador decida no declararse impedido se deberá iniciar el trámite de la recusación.  

 

Por el contrario, la respuesta escogida por el aspirante “declarar automáticamente la nulidad 

del proceso de selección” no corresponde al régimen jurídico aplicable. La existencia de un 

posible conflicto de interés de uno de los miembros del comité evaluador no produce por sí 

sola y de manera automática la nulidad de todo el procedimiento de selección. La ley 

establece un mecanismo específico para enfrentar esa situación: declaración de 

impedimento o recusación, decisión de la autoridad competente, separación del funcionario 

de la actuación cuando la causal sea aceptada y determinación de quién debe continuar 

conociendo del asunto.  

 

Por tanto, la respuesta correcta “solicitar que el integrante declare el posible impedimento, 

tramitarlo conforme a la ley, apartarlo de la evaluación mientras se resuelve y designar un 



 

 

reemplazo cuando corresponda” es la que se ajusta al artículo 2.2.1.1.2.2.3 del Decreto 

1082 de 2015 y a los artículos 11 y 12 de la Ley 1437 de 2011, pues permite preservar la 

objetividad de la evaluación sin atribuir a la situación una consecuencia jurídica automática 

—la nulidad integral del proceso— que esas normas no establecen. 

 
 

Pregunta 47: Como Secretario General del Concejo Distrital proyecta contratar el servicio 

integral para la realización de sesiones descentralizadas. Durante la revisión del expediente 

advierte las siguientes situaciones: Los estudios previos presentan deficiencias en el 

análisis del sector. El proyecto de pliego contiene requisitos que podrían restringir la 

pluralidad de oferentes. Algunos documentos aún no han sido publicados en el SECOP II. 

Un integrante del comité evaluador manifiesta tener un posible conflicto de interés. Como 

ordenador del gasto, ¿cuál debe ser la actuación jurídicamente correcta? 

Respuesta elegida por el aspirante: Declarar desierto el proceso de contratación. 

Respuesta correcta: Adoptar la medida procedimental correspondiente según la 

naturaleza y gravedad de cada irregularidad, corregir lo que sea subsanable y evitar 

continuar hacia la adjudicación mientras no se garantice la legalidad del proceso. 

Justificación: La respuesta correcta consiste en adoptar la medida procedimental 

correspondiente según la naturaleza y gravedad de cada irregularidad, corregir aquellas 

que sean subsanables y abstenerse de avanzar hacia la adjudicación mientras no se 

encuentren garantizados los principios de legalidad, transparencia, selección objetiva, 

publicidad y pluralidad de oferentes. 

 

En primer lugar, respecto de las deficiencias de los estudios previos y del análisis del sector, 

el artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015 establece que los estudios y documentos 

previos constituyen el soporte para la elaboración del proyecto de pliego, del pliego de 

condiciones y del contrato. Por tanto, si durante el procedimiento se advierten deficiencias 

en la planeación, estas deben ser analizadas y corregidas en la medida jurídicamente 

posible antes de continuar con una actuación que pueda trasladar tales deficiencias a la 

selección del contratista.  

 

En segundo lugar, los requisitos del proyecto de pliego que puedan restringir 

injustificadamente la pluralidad de oferentes deben revisarse a la luz de los principios de 

transparencia y selección objetiva. El numeral 5 del artículo 24 de la Ley 80 de 1993 exige 

que los pliegos contengan requisitos objetivos y reglas “objetivas, justas, claras y 

completas” que permitan la formulación de ofertas comparables, aseguren la escogencia 

objetiva y eviten que el proceso termine frustrándose. 

 

Asimismo, el artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 exige que la escogencia recaiga en el 

ofrecimiento más favorable para la entidad y dispone que los requisitos habilitantes deben 

ser adecuados y proporcionales a la naturaleza y valor del contrato.  

 



 

 

Precisamente, el artículo 2.2.1.1.2.2.1 del Decreto 1082 de 2015 permite modificar los 

pliegos mediante adendas, dentro de los límites temporales aplicables. Colombia Compra 

Eficiente ha explicado que, antes del vencimiento del plazo para presentar ofertas, pueden 

ajustarse condiciones técnicas, jurídicas o económicas del pliego; una vez cerrado el 

proceso, las posibilidades de modificación son más restringidas y se limitan esencialmente 

al cronograma de las etapas posteriores. Esto demuestra que la respuesta jurídica depende 

del momento del procedimiento y de la naturaleza del defecto, no de una solución 

automática y uniforme.  

 

En tercer lugar, frente a la falta de publicación de documentos en SECOP II, existe un deber 

jurídico específico de publicidad. El artículo 2.2.1.1.1.7.1 del Decreto 1082 de 2015 obliga 

a las entidades estatales a publicar en el SECOP los documentos del proceso y los actos 

administrativos del procedimiento contractual, por regla general dentro de los tres días 

siguientes a su expedición. 

 

Colombia Compra Eficiente ha reiterado que dentro de los “Documentos del Proceso” se 

encuentran los estudios y documentos previos, el aviso de convocatoria, los pliegos, las 

adendas, el informe de evaluación, el contrato y, en general, los demás documentos 

expedidos durante el procedimiento.  

 

De ahí que la ausencia de publicación de documentos obligatorios deba ser corregida y 

valorada según su incidencia en los principios de publicidad, transparencia y participación 

de los interesados, en lugar de concluir automáticamente que el procedimiento debe 

declararse desierto. 

 

En cuarto lugar, si un integrante del comité evaluador manifiesta un posible conflicto de 

interés, existe igualmente una respuesta jurídica particular. El artículo 2.2.1.1.2.2.3 del 

Decreto 1082 de 2015 establece que el comité evaluador debe actuar objetivamente, 

ajustándose exclusivamente a las reglas del pliego, y dispone expresamente que sus 

integrantes están sometidos al régimen constitucional y legal de inhabilidades, 

incompatibilidades y conflictos de interés.  

 

En consecuencia, esa circunstancia debe tramitarse mediante las reglas legales sobre 

impedimentos y recusaciones y, mientras se adopta la decisión correspondiente, debe 

preservarse la imparcialidad de la evaluación. El eventual conflicto de uno de los 

evaluadores tampoco constituye, por sí solo, una razón para declarar desierto todo el 

proceso; lo procedente es solucionar la situación respecto del funcionario o integrante 

afectado. 

 

Por otro lado, el numeral 18 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993 dispone expresamente 

que la declaratoria de desierta “únicamente procederá por motivos o causas que impidan la 

escogencia objetiva”, decisión que deberá adoptarse mediante acto administrativo en el 



 

 

cual se indiquen de forma expresa y detallada las razones que la fundamentan. En 

consecuencia, esta figura no constituye un mecanismo general para corregir irregularidades 

advertidas durante la etapa precontractual, sino una decisión excepcional que procede 

cuando las circunstancias existentes hacen imposible efectuar una selección objetiva del 

contratista. 

 

En el mismo sentido, el Consejo de Estado ha precisado que la declaratoria de desierta es 

una decisión reglada y excepcional, cuya procedencia está condicionada a la existencia de 

motivos que hagan imposible realizar una escogencia objetiva (Consejo de Estado. Sala de 

lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera, Subsección A. C.P. José Roberto Sáchica 

Médez. Radicado. 11001-03-26-000-2018-00061-00(61463). Sentencia del 16 de julio de 

2021) . La jurisprudencia ha señalado que esta figura opera como una medida de ultima 

ratio, precisamente porque el propósito ordinario del procedimiento de selección es culminar 

con la escogencia objetiva y adjudicación del contrato, y no con su terminación anticipada 

(Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección 

C. C.P. William Barrera Muñoz. Radicado.15001-23-31-000-2001-01795-01 (44548). 

Sentencia del 17 de junio de 2024). 

 

Así, las circunstancias descritas en la pregunta no permiten concluir, por sí mismas, que 

exista una imposibilidad de realizar una selección objetiva. Por el contrario, se trata de 

situaciones que deben ser analizadas y corregidas mediante las medidas procedimentales 

correspondientes, siempre que ello resulte jurídicamente posible según la etapa en la que 

se encuentre el proceso. 

 

Por tanto, declarar desierto el proceso únicamente por la existencia de tales irregularidades 

desconocería el carácter excepcional de esta figura y el presupuesto previsto en el numeral 

18 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993, pues la existencia de aspectos susceptibles de 

corrección no equivale a la imposibilidad de efectuar una escogencia objetiva. Solo cuando 

se acrediten circunstancias que efectivamente impidan realizar dicha selección podrá 

acudirse válidamente a la declaratoria de desierta. 

 

 

Pregunta 52: El Alcalde Distrital propone que una competencia administrativa que 

actualmente desarrolla directamente una dependencia del Distrito sea trasladada a una 

autoridad local, argumentando que ello permitirá prestar el servicio de manera más eficiente 

y cercana a la ciudadanía. Un grupo de concejales sostiene que cualquier distribución de 

competencias entre autoridades distritales y locales desconoce la autonomía administrativa 

del Distrito. Como Secretario General, ¿cuál de las siguientes afirmaciones es jurídicamente 

correcta? 

Respuesta elegida por el aspirante: La distribución de competencias entre autoridades 

distritales y locales está prohibida porque las competencias administrativas solo pueden ser 

ejercidas por la Administración Central. 



 

 

Respuesta correcta: La distribución de competencias entre autoridades distritales y 

locales debe atender los principios de concurrencia, subsidiariedad y complementariedad 

y, conforme al régimen distrital, corresponde al Concejo efectuarla a iniciativa del Alcalde. 

Justificación: La autonomía territorial no significa que cada autoridad pueda actuar de 

manera aislada. El régimen distrital contempla mecanismos de distribución de 

competencias orientados a lograr mayor eficiencia administrativa. La Ley 1617 de 2013 en 

su artículo 38 establece expresamente que el Concejo Distrital, a iniciativa del Alcalde 

Distrital, hará la distribución de competencias y funciones administrativas entre las 

autoridades distritales y locales, teniendo en cuenta los principios de concurrencia, 

subsidiariedad y complementariedad. Además, deben evitarse duplicidades funcionales y 

no pueden asignarse responsabilidades sin los recursos necesarios para atenderlas. (art. 

288 Constitución Política, artículo 38 encabezado y núm. 1, 2, 3 de la Ley 1617 de 2013; y 

la Ley 2286 de 2023, artículo 2). 

 

Pregunta 95: En la Secretaría General se identifica un riesgo relacionado con la pérdida o 

alteración de documentos administrativos. El Secretario General solicita a la dependencia 

responsable que incluya el riesgo en la matriz institucional y establezca controles para 

prevenir su materialización. Un funcionario manifiesta que, como existe una Oficina de 

Control Interno, corresponde exclusivamente a esta dependencia identificar los riesgos, 

establecer los controles y responder por su administración. ¿Cuál de las siguientes 

afirmaciones NO corresponde al modelo de control interno? 

Respuesta elegida por el aspirante: Los responsables de los procesos deben gestionar 

los riesgos asociados al cumplimiento de sus objetivos. 

Respuesta correcta: La Oficina de Control Interno es responsable directa de administrar 

todos los riesgos institucionales y, por tanto, debe diseñar y ejecutar los controles de cada 

proceso. 

Justificación: Una de las distinciones esenciales del MECI es que la administración del 

riesgo corresponde a la primera línea de defensa y a los responsables de los procesos, 

mientras que la Oficina de Control Interno desarrolla una función de evaluación 

independiente. Por ello, sería contrario al modelo trasladar la administración de los riesgos 

a la Oficina de Control Interno, que evalúa de manera independiente y no administra los 

riesgos de los procesos ni ejecuta los controles de primera línea. Para un Secretario 

General esto es particularmente importante porque, desde una posición directiva, debe 

participar activamente en la gestión de los riesgos asociados a los procesos que dirige. 

Decreto 1083 de 2015, artículo 2.2.21.5.3, que establece los roles de las oficinas de control 

interno y diferencia su función de evaluación y seguimiento de la responsabilidad de la 

administración. Asimismo, el Manual Operativo del MIPG – Dimensión 7: Control Interno, 

desarrolla el esquema de líneas de defensa, conforme al cual: la primera línea está 

integrada por los servidores responsables de la operación y gestión de riesgos; la segunda 

línea realiza seguimiento y monitoreo; la tercera línea, correspondiente a Control Interno, 

proporciona evaluación independiente. 

 



 

 

Sobre la eliminación subsidiaria de las ocho (8) preguntas reclamadas, no hay lugar a 

eliminar ninguna de las ocho preguntas objeto de la reclamación, por cuanto en cada una 

existe una única respuesta válida y no se configura ninguno de los criterios del artículo 28 

de la Resolución 202670000514 de 2026. En este punto la reclamación no prospera. 

Sobre la verificación de los registros oficiales y el número de aciertos; revisados de manera 

detallada los registros oficiales de la prueba, se establece que el número de respuestas 

correctas del aspirante es de noventa y dos (92), por lo que en este punto la reclamación 

prospera. Adicionalmente, y con independencia de esta reclamación, las preguntas 55 y 

79 fueron eliminadas de la prueba para la totalidad de los aspirantes, por las razones 

expuestas en la nota preliminar de este documento. Como el aspirante había respondido 

correctamente ambas preguntas, éstas se retiran de su evaluación y su calificación se 

recalcula sobre noventa y ocho (98) preguntas válidas, frente a noventa (90) respuestas 

correctas, con el consecuente recálculo de la calificación total ponderada. 

 

 

3. JORGE IVAN MARIN TAPIERO: 

 

Cédula: 1.017.232.862 

Fecha de envío: 22/09/2026, 09:59 a.m  

Motivo de la reclamación: Reclama contra el resultado preliminar de la prueba de 

conocimientos aplicada el 13/09/2026 y solicita, en primer lugar, la exclusión de la pregunta 

N.° 30 conforme al Artículo 28, por considerar que ninguna de las opciones de respuesta 

era válida frente al enunciado: sostiene que el enunciado versaba sobre las funciones 

administrativas del Concejo, mientras que las opciones se referían a la participación 

ciudadana y eran idénticas a las de la pregunta 29. En segundo lugar, solicita que se corrija 

la puntuación preliminar de 98 a 100 respuestas correctas sobre 100, por haber respondido 

correctamente todas las preguntas. Finalmente, reitera una solicitud de rectificación del 

documento "Informe estudios profesionales", remitida el 09/09/2026 y aún no atendida. 

 

Respuesta: Sobre la exclusión de la pregunta 30, revisados los registros de la prueba 

correspondientes al aspirante, se constata que, en su evaluación, la pregunta 30 presentó 

opciones de respuesta que no correspondían a su enunciado, por pertenecer a otra 

pregunta. Esta situación obedece a un error del sistema, no atribuible al aspirante, y no a 

la configuración de los criterios de eliminación previstos en el artículo 28 de la Resolución 

202670000514 de 2026. En atención a que dicho error impidió evaluar debidamente el ítem, 

se procede a eliminar la pregunta 30 de la evaluación del aspirante. Esta eliminación aplica 

exclusivamente a los aspirantes que presentaron esta misma situación. En consecuencia, 

la calificación del aspirante se recalcula sin considerar dicha pregunta. En este punto la 

reclamación prospera. 

 



 

 

Sobre la corrección de la puntuación, adicionalmente, y con independencia de esta 

reclamación, las preguntas 55 y 79 fueron eliminadas de la prueba para la totalidad de los 

aspirantes, por las razones expuestas en la nota preliminar de este documento. Como 

consecuencia de la eliminación de las preguntas 55, 79 y 30 (esta última en el caso de este 

aspirante), su calificación de la prueba de conocimientos académicos se recalcula sobre un 

total de noventa y siete (97) preguntas válidas, con el consecuente recálculo de la 

calificación total ponderada. En este punto la reclamación prospera. 

 

Sobre la rectificación del "Informe estudios profesionales", esta solicitud recae sobre un 

documento distinto de la calificación de la prueba de conocimientos, objeto de la presente 

reclamación, y corresponde a otra etapa del proceso. En este punto la reclamación no 

prospera. 

 

 

4. RAUL ALARCON TRUJILLO:  

 

Cédula: 1.017.249.019 

Fecha de envío: 22/09/2026, 10:51 a.m 

Motivo de la reclamación: Reclama contra el resultado preliminar de la prueba de 

conocimientos académicos presentada el 13/09/2026, respecto de la pregunta 43. Sostiene, 

con extensa argumentación jurídica, que la respuesta señalada como correcta contradice 

el ordenamiento (afirma, entre otros, que las observaciones al pliego se responden pero no 

imponen suspender el proceso; que el ajuste del pliego se hace por adenda; que ante mala 

fe probada el remedio sería la revocación del acto de apertura vía CPACA, arts. 93-97; y 

que la vulneración de la transparencia del art. 24 de la Ley 80 de 1993 genera nulidad 

absoluta, art. 44 ibídem). Invoca el Artículo 64 (interpretación en favor del aspirante) y 

solicita: (5.1) revisar la pregunta 43 a la luz de las normas citadas; y (5.2) que se reconozca 

como válida su respuesta o, en su defecto, se anule la pregunta conforme al Artículo 28, 

con efectos recalificadores para todos los aspirantes. 

 

Respuesta: Revisada la pregunta 43 frente a la versión oficial de la prueba y su clave de 

calificación, se establece que la respuesta seleccionada por el aspirante no coincide con la 

respuesta correcta, por lo que se mantiene su calificación como incorrecta. El sustento es 

el siguiente: 

 

Pregunta 43: Usted, como Secretario General del Concejo Distrital de Medellín, autoriza la 

apertura de un proceso de selección para contratar el servicio de digitalización y 

organización del archivo histórico de la Corporación. Durante la etapa de observaciones, 

varios interesados advierten que los estudios previos fueron elaborados con base en 

especificaciones técnicas de una empresa en particular, limitando la participación de otros 

oferentes. Como ordenador del gasto, ¿cuál debe ser la actuación jurídicamente correcta? 



 

 

Respuesta marcada por el aspirante: Continuar el proceso, porque las observaciones de 

los interesados no son obligatorias para la entidad. 

Respuesta correcta: Suspender el proceso, revisar los estudios previos y corregir las 

especificaciones que puedan afectar la pluralidad de oferentes y la selección objetiva. 

Justificación: La estructuración del proceso contractual debe garantizar la pluralidad de 

oferentes, la libre concurrencia y la selección objetiva. Cuando, durante la etapa de 

observaciones, se advierte que los estudios previos fueron elaborados con base en las 

especificaciones técnicas de una empresa en particular, limitando la participación de otros 

oferentes, el ordenador del gasto debe suspender el proceso, revisar los estudios previos y 

corregir las especificaciones antes de continuar. Esta actuación se fundamenta en las 

siguientes normas, aplicables al caso concreto: 

 

El artículo 24 de la Ley 80 de 1993 consagra el principio de transparencia, conforme al cual 

la escogencia del contratista debe efectuarse con arreglo a reglas objetivas fijadas de 

antemano y sin consideración a factores subjetivos. En el caso planteado, unas 

especificaciones técnicas diseñadas a la medida de una empresa determinada quebrantan 

ese principio, pues sesgan la contratación en favor de un oferente y, por ello, deben 

corregirse para que las reglas del proceso vuelvan a ser objetivas. 

 

El artículo 25, numeral 12, de la Ley 80 de 1993, dentro del principio de economía, exige 

que, con la debida antelación a la apertura del procedimiento de selección, se elaboren los 

estudios y documentos previos requeridos. En este caso, los estudios previos presentan 

una deficiencia sustancial —fueron construidos sobre las especificaciones de una empresa 

particular—, por lo que dicha falencia de planeación debe subsanarse revisando y 

corrigiendo esos estudios antes de avanzar hacia etapas posteriores del proceso. 

 

El artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 desarrolla la selección objetiva y dispone que los 

requisitos exigidos a los oferentes deben ser adecuados y proporcionales a la naturaleza 

del contrato, de manera que no restrinjan injustificadamente la participación. Las 

especificaciones que limitan la concurrencia de otros oferentes contrarían esa exigencia y, 

por tanto, deben ajustarse para preservar la pluralidad y la escogencia del ofrecimiento más 

favorable para la entidad. 

 

En consecuencia, frente a las observaciones que advierten un posible sesgo en los estudios 

previos, la actuación jurídicamente correcta no es continuar el proceso, sino suspenderlo, 

revisar los estudios previos y corregir las especificaciones que afecten la pluralidad de 

oferentes y la selección objetiva. 

 

Los argumentos adicionales del aspirante (adenda, revocación directa del acto de apertura 

y nulidad absoluta) no desvirtúan la calificación: la pregunta indaga por la actuación 

jurídicamente correcta del ordenador del gasto ante observaciones que advierten una 

posible restricción a la pluralidad de oferentes, y entre las opciones planteadas la 



 

 

seleccionada por el aspirante “continuar el proceso pese a las observaciones” es 

precisamente la que se aparta de los principios de transparencia, planeación y selección 

objetiva, siendo la correcta la señalada. 

 

Sobre la aplicación del Artículo 64 de la Resolución de convocatoria (interpretación en favor 

del aspirante): esta regla opera únicamente en caso de duda en la interpretación o 

aplicación de una disposición de la resolución de convocatoria, supuesto que aquí no se 

configura, porque no estamos frente a una discusión sobre la resolución, estamos frente a 

la reclamación de la prueba escrita. 

 

Sobre la solicitud subsidiaria de anulación de la pregunta (Art. 28): no hay lugar a eliminar 

la pregunta 43, por cuanto existe una única respuesta válida —la señalada como correcta— 

y no se configura ninguno de los criterios del artículo 28 de la convocatoria. La reclamación 

no prospera. 

 

 

5. JUAN CAMILO MORALES SUAREZ:  

 

Cédula: 1.020.483.163 

Fecha de envío: 22/09/2026, 9:13 p.m 

Motivo de la reclamación: Reclama contra la calificación de la pregunta N.° 30 de su 

prueba de conocimientos académicos. Sostiene que el enunciado refiere a los límites de 

las competencias administrativas del Concejo Distrital y al principio de legalidad y las cuatro 

opciones de respuesta que le fueron presentadas en su prueba, las cuales versaban 

exclusivamente sobre participación ciudadana, por lo que ninguna respondía a lo indagado 

en el enunciado. Argumenta que, al no existir una alternativa que respondiera el problema 

planteado, no le fue posible reflejar el conocimiento que la pregunta pretendía evaluar. 

Invoca el derecho de petición y el debido proceso (arts. 23 y 29 de la Constitución Política), 

entre otros. Solicita, como pretensión principal, que se tenga como correcta su respuesta a 

la pregunta 30 y se le asigne el puntaje correspondiente. 

 

Respuesta: Revisados los registros de la prueba correspondientes al aspirante, se constata 

que, en su evaluación, la pregunta 30 presentó opciones de respuesta que no 

correspondían a su enunciado, por pertenecer a otra pregunta. Esta situación obedece a 

un error del sistema, no atribuible al aspirante, y no a la configuración de los criterios de 

eliminación previstos en el artículo 28 de la Resolución 202670000514 de 2026. 

 

En atención a que dicho error impidió evaluar debidamente el ítem, se procede a eliminar 

la pregunta 30 de la evaluación del aspirante. Esta eliminación aplica exclusivamente a los 

aspirantes que presentaron esta misma situación. Adicionalmente, y con independencia de 

esta reclamación, las preguntas 55 y 79 fueron eliminadas de la prueba para la totalidad de 

los aspirantes, por las razones expuestas en la nota preliminar de este documento. En 



 

 

consecuencia, y como resultado de la eliminación de las preguntas 55, 79 y 30 (esta última 

en el caso de este aspirante), su calificación de la prueba de conocimientos académicos se 

recalcula sobre un total de noventa y siete (97) preguntas válidas, con el consecuente 

recálculo de la calificación total ponderada. La reclamación prospera. 

 

 


